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                                 EL DERECHO SINDICAL Y LA ACCIÓN JUDICIAL

                                                                                           ALICIA GRACIELA ULLA DE TORRESAN

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA PROVINCIA DE TUCUMÁN
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA - Sala Laboral y Contencioso Administrativo
Sentencia: 433  Fecha: 16/06/1999

QUINTEROS RAUL HUMBERTO Y OTROS Vs. ATSA S/AMPARO

RECURSO DE CASACION: INIDONEIDAD. RESOLUCION SIMPLE SOBRE DECLINATORIA DE COMPETENCIA JURISDICCIONAL. NO REVISTE CARACTER DE DEFINITIVA. INADMISIBILIDAD.

La sentencia inmpugnada, declara la inconstitucionalidad del artículo 68 de la  ley nº 6.944 (Código Procesal Constitucional) en cuanto establece la competencia  del fuero del trabajo provincial para conocer y resolver la cuestiones litigiosas intrasindicales - derechos electorales en elecciones gremiales-, por colisionar con expresas disposiciones de la ley nacional Nº  23.551 de Asociaciones Sindicales (artículo 60 y concordantes) que acuerdan competencia judicial en esta materia a la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, con fundamento en la prelación normativa establecida en el artículo 31 de la Constitución nacional. En consecuencia, declara la incompetencia de los  tribunales locales para entender en la materia y deja sin efecto la medida de no  innovar dispuesta por el inferior. La cuestión suscitada se origina sustancialmente en la declinatoria de competencia jurisdiccional producida por la  Cámara del Trabajo. Ello así, la vía casatoria resulta inidónea para que  esta Corte juzgue de la juridicidad del referenciado decisorio por cuanto,  tratándose de una mera resolución simple la misma no reviste el carácter de definitiva conforme lo requiere el artículo 130 del CPT.

DRES.: DATO - GOANE - AREA MAIDANA.

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA - Sala Laboral y Contencioso Administrativo
Sentencia: 1015  Fecha: 28/12/1999

VILLOLDO JOSE RUBEN Y OTROS Vs. SATRA S.A. S/INDEMNIZACIONES

DERECHO DE HUELGA: PRESUPUESTOS PARA SU LEGITIMO EJERCICIO.

El derecho de huelga ha sido garantizado por nuestra Constitución Nacional a los  sindicatos con personería gremial (artículo 14 bis C.N.) y no a los trabajadores. El conflicto originario, y que a posteriori derivara en el presente litigio, fue un reclamo de incrementos salariales insatisfecho por la demandada, que motivó medidas de acción directa por parte de los trabajadores y que concluyó en el despido de los mismos. Dicho reclamo, constituye un típico 

conflicto de intereses, se encuentra regulado por la Ley Nacional N° 14.786 y, eventualmente, si la conciliación hubiera desembocado en un arbitraje, por la Ley N° 16.936. La primera de las disposiciones mencionadas establece los procedimientos a observar por los sindicatos antes de disponer medidas de acción  directa, como lo es la huelga. A su turno la Ley N° 23.551 (Asociaciones Sindicales), establece que los estatutos de los gremios deben contener las normas de procedimiento para disponer medidas legítimas de acción sindical (artículo 16 inciso i) y su decreto reglamentario (n° 467/88, artículo 16), precisa que dichas medidas deberán estar previstas dentro de aquéllas que permitan las leyes y la convenciones colectivas. Además indica que se deberá establecer cuáles son los órganos de la asociación sindical facultados para 
disponerla y el procedimiento para adoptar la decisión. Vale decir que el ejercicio legítimo del derecho de huelga, por parte de los sindicatos con personería gremial, originado en un conflicto de intereses, como en este caso, supone no sólo que la medida de acción directa haya sido dispuesta por los órganos competentes del gremio conforme a un procedimiento normativamente preestablecido, sino también que se haya observado el trámite previsto en la Ley  N° 14.786.

DRES.: DATO - GOANE - AREA MAIDANA.

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA - Sala Laboral y Contencioso Administrativo
Sentencia: 392  Fecha: 24/05/2001

C. A. A. Vs. F. S. S/INDEMNIZACIONES

ASOCIACIONES PROFESIONALES DE TRABAJADORES: LEY 23.551. DERECHO DE SINDICACION. PROTECCION CONSTITUCIONAL. EXTENSION.

Cabe destacar que conjuntamente con el nacimiento de las asociaciones gremiales y como una forma salvaje de luchar contra las mismas, surgieron las denominadas "prácticas antisindicales", consistentes en comportamientos patronales de los más variados cuyo objetivo radica en impedir u obstaculizar la labor sindical. Por tal razón el artículo 14 bis de la Constitución Nacional, establece que los representantes gremiales gozarán de las garantías necesarias para el cumplimiento de su gestión sindical y las relacionadas con la estabilidad de su empleo. También la OIT tuvo especial cuidado en proteger el derecho de sindicación, sancionar las prácticas antisindicales y garantizar a los trabajadores contra cualquier tipo de discriminación en su empleo derivada de su actividad sindical (convenios 98; 117; 135; 143). Esta estabilidad se extiende a los representantes sindicales en las empresas. Para que la garantía proceda, la designación del representante debe haberse realizado en legal forma y comunicarse al empleador. 
DRES.: AREA MAIDANA - GOANE - DATO.

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA - Sala Laboral y Contencioso Administrativo
Sentencia: 392  Fecha: 24/05/2001

C. A. A. Vs. F. S. S/INDEMNIZACIONES

TUTELA SINDICAL: AMPARO ART. 52 LEY 23.551. ALCANCE. (DOCTRINA LEGAL).

"El amparo sindical previsto en el artículo 52 de la Ley N° 23.551, ampara al dirigente sindical en ejercicio del cargo y no a aquél que no desempeña cargo alguno por su carácter de suplente".
DRES.: AREA MAIDANA - GOANE - DATO.

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA - Sala Laboral y Contencioso Administrativo
Sentencia: 338  Fecha: 21/05/2002

A. M. R. Vs. C. A. S. S/DESPIDO Y OTROS

TUTELA SINDICAL: AMPARO ART. 52 LEY 23.551. ALCANCE. EFECTIVO DESEMPEÑO DEL CARGO. CARACTER DE SUPLENTE DEL DIRIGENTE. IMPROCEDENCIA.

Es doctrina de esta Corte, "Correa, Agustín Antonio vs. Fimotor s/Indemnizaciones" (sent. 392 del 24/5/01), que "El amparo sindical previsto en el art. 52 de la ley N° 23.551, ampara al dirigente sindical en ejercicio del cargo y no aquél que no desempeña cargo alguno por su carácter de suplente". Allí mismo, luego de decirse que lo garantizado es la actividad y no el dirigente mismo, se interpreta que no estando acreditado como en este caso, el efectivo desempeño, no hay labor sindical que tutelar. 
DRES.: AREA MAIDANA - GOANE - DATO.

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA - Sala Laboral y Contencioso Administrativo
Sentencia: 392  Fecha: 24/05/2001

C. A. A. Vs. F. S. S/INDEMNIZACIONES

TUTELA SINDICAL: FINALIDAD. ESTABILIDAD. EJERCICIO. BIEN JURIDICO TUTELADO.

Resumiendo, el sentido de la tutela es evitar las prácticas antisindicales. De ninguna manera se pretende conceder al dirigente un privilegio abusivo en relación con el derecho del resto de los trabajadores (cfr. Sardegna, M. y Slavín, L. "Derecho Colectivo del Trabajo", Eudeba, Bs. As. 1999, pág. 119/120). Entonces, si lo tutelado es el desempeño de la actividad gremial, es atendible que la estabilidad sólo pueda ser alegada por quien efectivamente ejerce el cargo sindical, sea como titular, sea como suplente. Lo garantizado, reitero, es la actividad sindical y no el dirigente mismo ni el período de designación. Por lo tanto, sólo el dirigente que ejercita su cargo sindical es el que goza de estabilidad. 
DRES.: AREA MAIDANA - GOANE - DATO.

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA - Sala Laboral y Contencioso Administrativo
Sentencia: 967  Fecha: 19/10/2009

LISTA CELESTE Vs. JUNTA ELECTORAL DEL SINDICATO DE OBREROS Y EMPLEADOS MUNICIPALES S/AMPARO

AMPARO: IMPROCEDENCIA. ELECCION SINDICAL. INCUMPLIMIENTO DE LA EXIGENCIA FORMAL DEL ART. 15 DEL DCTO. Nº 467/88. VOTO. FALTA DE SUSCRIPCION DE   LA PLANILLA. CONSENTIMIENTO.

La Cámara no se apartó de lo decidido por esta Corte, sino que dentro de los límites del reenvío dispuesto determinó que en las concretas circunstancias del caso no existía una ilegalidad que conlleve la anulación de dichas mesas, atento a la concurrencia de diversas circunstancias que restaban entidad al incumplimiento de la exigencia formal del art. 15 del decreto 467/88. Considero que resulta razonable el criterio de la Cámara expresado sobre este punto, toda vez que los fiscales designados por las diferentes listas (entre ellas las recurrentes), en su carácter de delegados de dichas listas a los efectos fiscalizar el legal desenvolvimiento del acto eleccionario, pudieron oponerse oportunamente a la emisión del voto por los afiliados sin la suscripción de la correspondiente planilla, no obstante lo cual guardaron silencio al respecto, lo que implica su consentimiento con el modo de efectivizar el sufragio, y le resta entidad al incumplimiento del requisito formal impuesto por el art. 15 del decreto 467/88 que se verifica en las mesas apuntadas. Ello con mayor razón, si se tiene en cuenta que no existe una declaración de los sufragantes de dichas mesas manifestando no haber emitido su voto; o al menos no existió una declaración en tal sentido por un número significativo de votantes que pueda alterar sustancialmente el resultado de la elección. Consecuentemente, considero que no se ha verificado un apartamiento de las directivas contenidas en el reenvío dispuesto por esta Corte mediante sentencia  y además coincido con el criterio expresado por la Cámara en el pronunciamiento impugnado, relativo a que en las particulares circunstancias del caso, el incumplimiento del requisito formal del art. 15 del decreto 467/88 en las tres mesas cuestionadas, no reviste una entidad tal que determine la procedencia del amparo.
DRES.: ESTOFAN-GOANE-GANDUR.

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA - Sala Laboral y Contencioso Administrativo
Sentencia: 967  Fecha: 19/10/2009

LISTA CELESTE Vs. JUNTA ELECTORAL DEL SINDICATO DE OBREROS Y EMPLEADOS MUNICIPALES S/AMPARO

AMPARO: IMPROCEDENCIA. ELECCION SINDICAL. PORCENTAJE DE REPRESENTACION FEMENINA. ART. 18 DE LA LEY Nº 23.551 REFORMADO POR LEY Nº 25.674 (ART. 3). FALTA DE  ACREDITACION.

Con relación a la irregularidad consistente en que no se habrían integrado las listas con el porcentaje de representación femenina que exige el art. 18 de la ley 23.551, considero que resulta acertada la decisión a la que arriba la Cámara al rechazar el amparo fundado en la concurrencia de esta supuesta irregularidad. En primer lugar, interpreto que la resolución impugnada no se aparta de la doctrina legal sentada por esta Corte para el caso que nos ocupa, pues la casación dispuesta en aquella oportunidad se basó en que se había omitido tratar el planteo referido al incumplimiento del cupo femenino, lo que determinó que se reenviara la causa a la Cámara para que falle sobre esta cuestión. Ello fue cumplido por dicho Tribunal, debiéndose señalar que la circunstancia de que la decisión se encuentre orientada en un sentido divergente a la pretensión de las listas recurrentes, no habilita a dejar sin efecto el fallo. Por otro lado, considero que las recurrentes no han demostrado la afectación en la que basan la acción de amparo, consistente en la existencia de una afectación al porcentaje de representación exigido por el art. 18 de la ley 23.551, reformado por ley 25.674 (art. 3).Dicha norma, en lo pertinente, establece que “la representación femenina en los cargos electivos y representativos de las asociaciones sindicales será de un mínimo del 30% (treinta por ciento), cuando el número de mujeres alcance o supere ese porcentual sobre el total de los trabajadores. Cuando la cantidad de trabajadoras no alcanzare el 30% del total de trabajadores, el cupo para cubrir la participación femenina en las listas de candidatos y su representación en los cargos electivos y representativos de la asociación sindical, será proporcional a esa cantidad”. Es decir que la ley no establece un mínimo fijo del 30% para todos los casos. La exigencia de que exista un 30% integrantes femeninas en las listas sólo es requerible cuando la cantidad de mujeres alcance o supere ese porcentual tomado sobre el total de los trabajadores del sector representado por el sindicato de que se trate. Para aquellos casos en que el total de mujeres trabajadoras no alcanza el 30% sobre ese total, el porcentual de integrantes femeninas en las listas debe ser reducido proporcionalmente. Lo dicho nos lleva a remarcar que el cupo femenino no es idéntico -ni de un 30%- en todas las situaciones, sino que debe ser determinado caso por caso correspondiendo al interesado la carga de acreditar este extremo. 
DRES.: ESTOFAN-GOANE-GANDUR.

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA - Sala Laboral y Contencioso Administrativo
Sentencia: 12  Fecha: 04/02/2009

GABRIEL GUSTAVO ADOLFO Vs. E.D.E.T. S.A. S/COBROS

TUTELA SINDICAL: EXTENSION DE LA GARANTIA GREMIAL. DIRIGENTE SINDICAL EXPULSADO DEL SINDICATO. FINALIDAD DE LA TUTELA GREMIAL.

Ocurre que si la justificación o finalidad de la tutela del gremialista tiene que ver con la posibilidad de actividad sindical libre porque el reconocimiento de cierta indemnidad al representante constituye una condición favorable para ella, debido al hecho evidente de quedar expuesto a sufrir presiones o represalias asumiendo, así, un rol eminentemente funcional (autores precedentemente cit., en ob. cit., págs. 25/27) - José Daniel Machado y Raúl Horacio Ojeda, en su obra: “Tutela sindical - Estabilidad del representante Gremial”- ; si, más específicamente, la protección de la cobertura del año posterior a la cesación del mandato busca alejar convenientemente situaciones que se pueden producir durante el ejercicio del mismo y que podrían impulsar la adopción de represalias (cfr. Bof, Jorge A.: “Acciones tutelares de la libertad sindical”, pág. 201), no se advierte la razón para dejar afuera al actor, en la especie, de esta protección por el año posterior a la cesación del mandato, por el solo hecho de haber sido expulsado del gremio. Ello así por cuanto, en orden a la prolongación de la cobertura por el año posterior, habiéndose verificado hasta ese momento ejercicio efectivo del mandato gremial, no existe ninguna diferencia entre esta situación con aquella otra en que el mandato concluye normalmente por vencimiento del término: en ambos casos la ratio del instituto está presente en la misma medida, desde que la extensión de la garantía en ambos supuestos persigue por igual evitar represalias con motivo de lo actuado por el dirigente gremial con anterioridad, durante el ejercicio efectivo de su representación. Por lo tanto, si bien a raíz de la expulsión el actor no tiene garantizada estabilidad por los 4 años contados a partir de su elección porque el título de esa protección temporal ha desaparecido con aquel acto depurativo, no resulta cuestionable, en mi criterio, que en razón del ejercicio efectivo del mandato y función gremial cumplida hasta ese momento, tenga derecho a la estabilidad sindical por el año siguiente a la cesación de ese mandato por la causa vista.
CORTE SUPREMA DE JUSTICIA - Sala Laboral y Contencioso Administrativo
Sentencia: 1186  Fecha: 18/11/2008

SAEZ ENRIQUE ANTONIO Vs. PUBLICOM S.A. Y OTROS S/COBRO DE PESOS

CONVENIOS COLECTIVOS: NECESARIA DEFINICION DE CUAL EMPRESA  DEMANDADA ES LA TITULAR DE LA RELACION LABORAL. RELEVANCIA PARA LA DETERMINACION DEL CONVENIO COLECTIVO APLICABLE.  CCT 163/91.

Al momento de declarar aplicable al caso la CCT 163/91, la sentencia debió definir con claridad cuál de las firmas codemandadas fue la titular de la relación laboral mantenida por el actor, atento a que las disposiciones de dicha convención sólo alcanzan a los empleadores comprendidos en su particular ámbito de aplicación (cfrme. art. 4 de la ley 14.250 – B.O. 20/10/1953).  Al respecto, calificada doctrina tiene dicho que por más amplia y completa que sea la representación de la asociación sindical, quedarán forzosamente fuera de la convención colectiva aquellos trabajadores que, aunque representados por el sindicato horizontal en cuestión, se desempeñan con empleadores que no han estado representados por los órganos correspondientes en la comisión negociadora (Ackerman, Mario E., Tratado de Derecho del Trabajo, Tomo VIII, pág. 358). En la misma dirección, Deveali remarca que “la circunstancia de ser los dependientes de una empresa representados legalmente por un sindicato con personería gremial, no importa necesariamente la obligación de la empresa de acatar el convenio colectivo celebrado por ese sindicato, si no resulta que la empresa estaba legalmente representada a su vez por la entidad o entidades empresarias que intervinieron en la celebración de dicho convenio” (Deveali, Mario L., Campo de Aplicación de los Convenios Colectivos, en DT 1963-238; en op. cit., pág 367).
DRES.:GANDUR-GOANE-ESTOFAN

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA - Sala Laboral y Contencioso Administrativo
Sentencia: 837  Fecha: 26/08/2008

BARRETO FELIPE SANTIAGO Y OTROS Vs. DIAMBRA ALFREDO JUAN Y OTRO S/INDEMNIZACIONES

TUTELA SINDICAL: ACTAS DE ACUERDOS PREVIOS. EFECTOS.

VOTO DE LA MAYORIA (DEL VOTO DEL DR. GANDUR): En el marco de los requisitos exigidos por el art. 49 de la ley 23.551, las actas de los acuerdos previos ya representan una comunicación escrita constitutiva del derecho de la existencia de tutela sindical. Este criterio fue sostenido por este Tribunal en la  sentencia n° 1142 de fecha 29 de noviembre de 2006 “Albarracín, Felipe Antonio y otros vs. Cerámica Industrial el Parque SRL”  . 

DRES.: GANDUR (EN DISIDENCIA PARCIAL) – GOANE (EN DISIDENCIA PARCIAL) – ESTOFAN – BRITO – SBDAR. 

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA - Sala Laboral y Contencioso Administrativo
Sentencia: 691  Fecha: 06/08/2007

UNION DOCENTES TUCUMANOS Vs. PROVINCIA DE TUCUMAN S/AMPARO

AMPARO: PROCEDENCIA. RESOLUCION MINISTERIAL QUE DEJA SIN EFECTO EL CODIGO DE DESCUENTO DE LAS CUOTAS SINDICALES DE LA UDT. FALTA DEL DEBER DE MOTIVACION. AUSENCIA DE DICTAMEN JURIDICO PREVIO. LESIVIDAD DEL ACTO. CONDUCTA ERRATICA Y CAMBIANTE DE LA ADMINISTRACION PUBLICA.

La Resolución ministerial Nº 1084/ME de fecha 10-11-05 constituye el acto estatal que se invoca como lesivo en razón de dejar sin efecto el código de descuento de las cuotas sindicales de la Unión Docentes Tucumanos (UDT), cedidas voluntariamente por sus asociados -agentes públicos-, con fundamento en la mera invocación genérica de la causal  de razones de mérito, oportunidad y conveniencia.
La lesión surge evidente, pues no es igual que automáticamente se descuente del sueldo el monto del aporte social a todos los afiliados, que el gremio deba esperar que voluntariamente cada uno de ellos efectúe el pago pues, en muchos casos, el pago se realiza extemporáneamente o simplemente no llega a producirse, en desmedro del derecho del sindicato, quien puede ver restringidos sustancialmente sus ingresos. Se trata pues de la lesión a un derecho cierto, cuya tutela se pretende. En efecto, el mismo  está otorgado por la Ley provincial Nº 7.006 y su reglamentación, a quienes cumplan con los requisitos establecidos reglamentariamente.

Si bien la incorporación al sistema de códigos de descuento de la actora lo ha sido con carácter voluntario y no obligatorio (artículos 38 de la Ley 23.551 y 24 de su Decreto reglamentario Nº 467/1988), por tratarse de una asociación sindical, sin personería gremial, por lo que ni ella ni sus afiliados poseen derechos subjetivos a que el Estado actúe, obligatoriamente, como agente de retención de sus cuotas sindicales, ello no obsta a que la Administración, mediando razones de interés público, pueda disponer su exclusión del sistema, observando el previo debido proceso sustantivo y adjetivo, dando vista al sindicato interesado, y motivando adecuadamente su decisión.
En esta perspectiva, surge del propio acto lesivo, la ilegalidad manifiesta que se le imputa y, por lo tanto, coincido con la inferencia del tribunal de grado que la mera invocación genérica, sin especificar las concretas condiciones que justifiquen las razones de mérito, oportunidad y conveniencia para revocar un beneficio otorgado en cumplimiento a la ley y en observancia de los requisitos establecidos para su goce como, además, la ausencia de dictamen jurídico cuando, como en la especie, el acto administrativo en entredicho afectaba derechos subjetivos de los empleados y de la institución actora y, en fin, la inobservancia del debido proceso legal, constituyen transgresiones decisivas a la ley de procedimientos administrativos, determinantes de ilegitimidad.

A mayor abundamiento, e independientemente del consentimiento tácito que en algún momento pudo haber manifestado la actora con su exclusión del código de descuento, la conducta errática y cambiante de la administración pública provincial, concediendo y denegado el beneficio a la actora, en lapsos de pocos meses entre sí, sin dar razón alguna, y acordando el beneficio, en idéntico período de tiempo, también sin fundamento a otras entidades, como se encuentra probado, denota por sí una conducta estatal arbitraria.

DRES.: DATO – GOANE – GANDUR.

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA - Sala Laboral y Contencioso Administrativo
Sentencia: 590  Fecha: 03/07/2007

LISTA AMARILLA ORO Vs. JUNTA ELECTORAL DEL SINDICATO DE OBREROS Y EMPLEADOS MUNICIPALES DE S. S/AMPARO

AMPARO: CONFLICTO DE CARACTER INTRASINDICAL O  INSTRAASOCIONAL. NULIDAD DE ELECCIONES DEL GREMIO. CARENCIA DE OTRA VIA O PROCEDIMIENTO APTO PARA SOLUCIONAR EL CONFLICTO. IDONEIDAD DE LA VIDA. NECESARIA FUNDAMENTACION DE SU EXCLUSION.

Conviene recordar el marco jurídico que tiene el caso planteado, en el que se configura un conflicto de carácter intrasindical o instraasociacional, en el cual un grupo de personas integrantes de una lista que participó en las elecciones del gremio, pide la nulidad de las elecciones por numerosos vicios en el proceso electoral, cuestionando la actuación de la Junta Electoral del Sindicato.
Es admisible la vía del amparo, pues el procedimiento reglamentado por el penúltimo párrafo del art. 15 del decreto 467/88 no pudo llevarse a cabo, en razón de que la Junta Electoral se disgregó, según se expuso en los considerandos anteriores. Por ello, ante la carencia de otra vía o procedimiento apto para solucionar el conflicto objeto de este proceso, fue idónea la vía del amparo en los términos de los artículos 50, 68 y concordantes del Código Procesal Constitucional.

Sobre esta situación, la Corte de la Nación declaró que “si bien la acción de amparo no está destinada a reemplazar los remedios ordinarios para la solución de las controversias, su exclusión por la existencia de otros recursos administrativos y judiciales no puede fundarse en una apreciación meramente ritual, toda vez que la institución tiene por objeto una efectiva protección de derechos más que una ordenación o resguardo de competencias”. (cfr. CSJN en “Mariano Francisco Juan Arbones vs. U.N.C., Fallos 311, páginas 208 y siguientes).

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA - Sala Laboral y Contencioso Administrativo
Sentencia: 590  Fecha: 03/07/2007

LISTA AMARILLA ORO Vs. JUNTA ELECTORAL DEL SINDICATO DE OBREROS Y EMPLEADOS MUNICIPALES DE S. S/AMPARO

SENTENCIA: NULIDAD. AMPARO. CONFLICTO INTRASINDICAL. DECLARA INADMISIBLE LA VIA DEL AMPARO OMITIENDO CONSIDERAR QUE EL AMPARISTA NO DISPUSO DE VIA IDONEA Y EFICAZ PARA LA PROTECCION DE SUS DERECHOS. (DOCTRINA LEGAL).

“Debe descalificarse como acto jurisdiccional válido, la sentencia que declaró inadmisible la vía del amparo al omitir considerar que el amparista no dispuso de vía idónea y eficaz para la efectiva protección de sus derechos”.
DRES.: DATO – GOANE – GANDUR.

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA - Sala Laboral y Contencioso Administrativo
Sentencia: 245  Fecha: 16/04/2007

TERUEL PEDRO FLORENTINO Vs. SINCIDCATO DEL PERSONAL DE VIALIDAD PROVINCIAL S/AMPARO ELECTORAL

AMPARO ELECTORAL. CONFLICTO INTRASINDICAL. CONTROL JUDICIAL. ARTS. 59 Y 60 LEY 23.551. PAUTAS. NO SE AGOTO LA VIA ASOCIACIONAL PREVIA.

El conflicto traído a resolver es de carácter intrasindical, por lo que debe estarse a lo reglado por el art. 15 del decreto 467/88 y la doctrina sentada por la Corte Suprema de Justicia de la Nación en torno a los artículos 60 y 59 de la ley 23.551. Resulta pertinente recordar la sentencia de la Excma. Corte Suprema de Justicia de la Nación en los autos “Juárez Rubén vs. Estado Nacional -Ministerio de Trabajo y Seguridad Social- Dirección Nacional de Asociaciones Sindicales”, fallo de fecha 10 de abril de 1990, reiterado en “Borda, Ramón y o. vs. Unión Trabajadores Gastronómicos de la República Argentina” del 13 de noviembre de 1990. La Corte de la Nación señaló en “Juárez” que “la ley no ha dado una respuesta única y definitiva a favor del Poder Judicial a los fines de la resolución de los diferendos que puedan plantearse durante los procesos electorales, sino pautas claras, como el agotamiento previo de las vías internas y la prohibición de intervención de la autoridad administrativa en la dirección de los gremios”. La Corte declaró en “Juárez” que el “control judicial” no depende de reglas generales sino que resulta de un conjunto de factores y circunstancias variables y contingentes como la naturaleza del derecho individual invocado, la magnitud de los intereses públicos comprometidos, lo que lleva a examinar en cada caso los aspectos litigiosos que singulariza la concreta materia litigiosa.
La Corte de la Provincia, en  sentencia de fecha 10 de abril de 2006, en juicio “Teri J. C. Palavecino s. amparo”  , declaró que en el caso de conflicto intrasindical, “el art. 60 dispone que “sin perjuicio de lo que dispongan los estatutos, en los diferendos que puedan plantearse entre los afiliados a una asociación sindical de trabajadores y ésta, o entre una asociación de grado inferior y otra de grado superior será de aplicación lo dispuesto en el artículo anterior”. En efecto, para los conflictos suscitados entre un sindicato y sus afiliados o un sector o grupo de éstos en cuanto miembros integrantes de la asociación, quedan fuera del ámbito del art. 47 por cuanto establecen una instancia asociacional y administrativa previa y diferenciada respecto a las situaciones en que se encuentre afectada la libertad sindical”.

En el caso a resolver no se recorrió la vía asociacional, pues el amparo fue promovido antes de que la Junta Electoral se pronuncie sobre la impugnación formulada. La promoción del amparo interrumpió la vía asociacional de la impugnación formulada por el actor contra los integrantes de la Lista Celeste, pues como el mismo amparista expresó en la demanda, pretendió obtener una sentencia que resolviera su impugnación antes de que decida la Junta Electoral, en lugar de transitar el procedimiento asociacional.

DRES.: DATO – GOANE – GANDUR.

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA - Sala Laboral y Contencioso Administrativo
Sentencia: 245  Fecha: 16/04/2007

TERUEL PEDRO FLORENTINO Vs. SINCIDCATO DEL PERSONAL DE VIALIDAD PROVINCIAL S/AMPARO ELECTORAL

AMPARO ELECTORAL: CONFLICTO INTRASINDICAL. LEGITIMACION PASIVA DE LA JUNTA ELECTORAL.

Resulta indudable que la Junta Electoral tiene legitimación pasiva en este proceso, pues constituye el órgano de la asociación gremial que tiene como función específica llevar a cabo el proceso electoral del gremio actuando de conformidad con el artículo 15 del decreto 467/88. En consecuencia, estando cuestionado su proceder en esta acción de amparo, la Junta Electoral está legitimada para intervenir en la litis por parte del Sindicato, pues no puede ser sustituida en su función por el Secretario General o la Comisión Directiva ni su actuación puede ser interferida por ninguna otra autoridad del gremio. Por ello, su intervención es necesaria, en los términos del artículo 86 inciso 2 y art. 87 segundo párrafo del Código de Procedimientos Civiles y Comerciales. En consecuencia, resulta improcedente el planteo del recurrente de que la intervención de la Junta Electoral estuvo subordinada a la del Secretario General del Sindicato, por lo que debe rechazarse ese agravio.
DRES.: DATO – GOANE – GANDUR.

CORTE SUPREMA DE JUSTICIA - Sala Laboral y Contencioso Administrativo
Sentencia: 826  Fecha: 14/09/2006

LISTA CELESTE Vs. JUNTA ELECTORAL DEL SINDICATO DE OBREROS Y EMPLEADOS MUNICIPALES DE SA S/AMPARO

ASOCIACION SINDICAL: PROCESO ELECTORAL. CARACTERES. GARANTIAS. DEMOCRACIA SINDICAL. EL CUPO FEMENINO.

El acto sustancial de un proceso electoral es el voto del afiliado, pues en él se expresa la esencia del sistema democrático. Todos los procedimientos y regulaciones de un proceso electoral están encaminados a garantizar la libre expresión de la voluntad del afiliado mediante la emisión del voto. 
La Constitución Nacional establece en el artículo 14 bis que las leyes deberán asegurar al trabajador distintos derechos entre los que menciona una organización sindical libre y democrática. 
La democracia sindical es necesaria, y supone la legitimidad de la representación de los dirigentes sindicales. La gestión democrática de la vida sindical se estructura a partir del voto del afiliado para la elección de sus representantes, derecho que también está expresamente reconocido y garantizado en el artículo 3 del Convenio de la OIT n° 87.
El cumplimiento de la exigencia de integrar las listas de candidatos para los órganos directivos con un determinado porcentaje de representación femenina, no constituye un acto preparatorio del comicio, sino que es una norma imperativa destinada a la Junta Electoral para hacer operativa una garantía para la conformación legítima de los órganos directivos.

El precepto del artículo 18 de la ley 23.551 - que estableció un porcentaje mínimo de representación femenina en los cargos electivos y representativos de las asociaciones sindicales -- fue introducido por la ley 25.674 promulgada el 28 de noviembre de 2002. Por decreto 514/2003 (B.O. 10/3/2003) se procedió a reglamentar la ley 25.674. 
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